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    Prefacio


    Los sueños del viejo constitucionalismo producen monstruos

  


  
    


    El “viejo constitucionalismo” –el que nació a fines del siglo XVIII con las revoluciones estadounidense y francesa, y que en buena medida nos sigue acompañando hoy– se encuentra en una crisis difícilmente reparable. Es lo que se advierte, en las latitudes más diversas, cuando prestamos atención al modo en que funcionan efectivamente sus instituciones, al modo en que la ciudadanía desconoce a sus representantes, desconfía de ellos o los repudia. O cuando comprobamos la extraordinaria debilidad que muestra el sufragio (pensado en su momento como la principal herramienta ciudadana para la decisión y el control del poder); el desgaste que ha sufrido el sistema de “frenos y contrapesos”; los abusos recurrentes de las clases dirigentes; la forma en que los controles interpoderes se transforman, en la práctica, en habituales “pactos entre élites”, destinados a la mutua protección, etc. Males como los señalados, repetidos por doquier, no merecen considerarse producto del azar, o de una mala coyuntura política, como si nos hubiera tocado vivir en una época marcada por la presencia de una dirigencia particularmente mala o corrupta. Más bien, debemos prestar atención sobre los factores estructurales que ayudan a explicar esas regularidades.


    Así, en este trabajo me interesará enfocar el análisis sobre uno de tales factores –no el único ni, tal vez, el más importante, pero sí un factor decisivo–, como es el propio sistema constitucional.


    El “viejo modelo” institucional que hoy, todavía, organiza nuestra vida política es “hijo directo del momento elitista” del constitucionalismo, y por eso mismo, merece ser visto como en cierta medida responsable de los problemas de desigualdad, injusticia y desintegración social que afectan a una mayoría de nuestras comunidades. Ello así, en parte, por sus propios “defectos de origen” y, en parte también, por el “desgaste” que ha sufrido en la práctica y que no ha sido capaz de remediar. Nuestro sistema institucional, en efecto, ha terminado por fracasar en sus mejores “sueños”: el de asegurar la “representación plena” de la sociedad, el de afirmar controles efectivos sobre el poder, el de asegurar una supervisión suficiente sobre la política utilizando, principalmente, los “controles internos” más que el control ciudadano, etc. Por ello es que necesitamos, primero, reconocer las causas de estas deficiencias graves y, luego, hacer el intento de reparar esta barca en medio del mar agitado en que nos encontramos.


    En las páginas que siguen propondré una explicación acerca de las razones constitucionales de la presente debacle institucional, para reflexionar sobre algunas posibles respuestas, colectivas e individuales, frente a esta situación.


    Expondré brevemente, a modo de tesis, siete líneas de análisis, relacionadas con el marco constitucional vigente y con sus posibles cambios. Las primeras cinco apuntan a describir el desarrollo de la crisis, destacando algunas de sus causas y principales consecuencias: 1) la crisis de representación, que se presenta como irreversible o irreparable, dados los cambios que se sucedieron desde la conformación del sistema representativo; 2) el deterioro que se produjo gradualmente en el sistema de controles (“internos” o de “frenos y contrapesos”) –y en particular en el Poder Judicial– acompañando la evolución anterior; 3) los serios límites que afectan al voto como único mecanismo remanente destinado a salvaguardar el poder de decisión y control (externo) de la ciudadanía sobre sus representantes; 4) el fracaso de las reformas que se ensayaron desde comienzos del siglo XX para reparar el deterioro institucional; y –como resultado de todo lo anterior– 5) la autonomización de las élites político-económicas encaramadas en el poder. Ante tal panorama de resquebrajamiento institucional, sobre el final de este escrito sugiero, como precondición para la producción de cambios, 6) la definición del “ideal regulativo” por perseguir –un ideal que querría llamar “conversación entre iguales”–; y señalo algunas formas posibles de traducir ese ideal en instituciones. Por último, me ocupo de 7) las demandas que el esquema institucional y los ideales expuestos pueden realizar a cada uno de nosotros, en materia de ética personal. Estas páginas cierran con muy breves observaciones, dirigidas a los miembros de la comunidad jurídica, en torno a los modos indebidos en que la disciplina tiende a vincularse con las élites en el poder.
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    Sobre el deterioro de la representación política: una crisis irreversible

  


  
    


    El sistema constitucional que predomina en América nació con el noble aunque controvertido objetivo de garantizar la inclusión y la paz social. Para ello, y desde sus inicios, el constitucionalismo americano se interesó por favorecer el equilibrio social, pero de un modo particular, esto es, asegurando a los principales sectores sociales poder institucional equivalente. A ello se dirigió el sistema de equilibrios y controles mutuos –esto es, de checks and balances– creado a fines del siglo XVIII en los Estados Unidos. La idea original era evitar que una parte o “facción” de la sociedad dominara y oprimiera a las otras, asegurando a la vez que todas las diferentes “secciones” de esa misma sociedad tuvieran una palabra en el proceso de toma de decisiones.


    Como en el viejo modelo de la “Constitución Mixta” inglesa, el esquema intentaba dar cabida plena a una sociedad cuestionablemente dividida en estamentos: el “uno” (el monarca, que en el constitucionalismo americano sería el presidente); “los pocos” (la Cámara de los Lores, o el Senado por estos lares); y los “muchos” (la Cámara de los Comunes, el Congreso aquí). Alexander Hamilton defendió ese esquema para la Constitución de los Estados Unidos, afirmándose en la idea de que “si se le otorga todo el poder a la minoría, ella oprimirá a la mayoría, y si se le otorga todo el poder a la mayoría, ella oprimirá a la minoría”. Su solución –finalmente, la consagrada desde el sistema de checks and balances– fue “darles poder a ambos grupos, para evitar las mutuas opresiones”. Desde comienzos del siglo XIX, lenta pero firmemente, toda América Latina terminó por adoptar una forma de organización similar, reconociendo que enfrentaba problemas semejantes a los del mundo anglosajón.


    Lamentablemente, y mirado con ojos de hoy, ese venerado y tradicional esquema de organización del poder aparece irremediablemente caduco y cuestionable, sobre todo por dos razones. En primer lugar, el sistema de “equilibrios mutuos” se asentó, hace doscientos años, sobre una “sociología política” gravemente imperfecta, que a su vez descansaba sobre la idea de que la sociedad estaba formada por pocos grupos, internamente homogéneos, y compuestos por sujetos autointeresados. De ahí el supuesto de que con algunos pocos representantes de esos grupos en los principales órganos de gobierno –por ejemplo, algunos representantes de los “ricos” y de los “pobres” o de los “grandes propietarios” y de los “campesinos”– la sociedad entera podía quedar básicamente representada. Se asumía, por ejemplo, que los representantes de los grandes propietarios y comerciantes en el Senado iban a resguardar bien los intereses de todo su grupo o clase; y lo mismo ocurriría con los representantes de los campesinos o los artesanos en la Cámara de Diputados.


    En la actualidad, sin embargo, estos supuestos se han desvanecido en el aire. Hoy vivimos en sociedades diversas, plurales, multiculturales –compuestas por miles de grupos diferentes–, donde, además, ninguna persona puede ser reducida a una sola de sus múltiples facetas. Esto es: en nuestros días, no solo reconocemos la existencia de una miríada de grupos, imposibles de abarcar en el Congreso, sino que consideramos absurdo el supuesto de que una mujer o un indígena puedan representar a todas las mujeres o a los indígenas allí. Por lo demás, ninguno de nosotros se ve a sí mismo solo como “mujer”, como “obrero” o como “indígena”: la identidad de cada cual es múltiple. En este sentido, nos encontramos, en la actualidad, con obstáculos insuperables en relación con la vieja idea de representación política y con la sociología en la que se asentaba. Por ello, el sistema institucional en general, y el Congreso en particular, se muestran hoy estructuralmente incapacitados para cumplir con la promesa que les había dado sentido y justificación dos siglos atrás.


    Nuestro esquema institucional actual se revela como “un traje chico” absolutamente incapaz de abarcar al cuerpo que pretende abrigar. Y no hay reforma de la ley electoral o reconstrucción de los partidos políticos que sea capaz de remediar esta debacle. La presente crisis institucional resulta agravada (pero no causada) por la presencia de funcionarios “poco virtuosos” o “corruptos”: estas lamentables consecuencias (que, no por azar, vemos repetidas en las geografías más diversas) son solo el subproducto de un sistema que falla tanto en la representación como en el sistema de controles, y que permite entonces a los funcionarios públicos utilizar los privilegios de los que gozan para beneficiarse a sí mismos, con casi total impunidad. El resultado es conocido: ciudadanos que protestan, en todo el mundo, contra funcionarios a quienes juzgan alejados o distantes y también contra un sistema institucional que consideran ajeno a sus intereses.


    Mucho peor que eso. No se trata solo de que hoy contamos con un sistema representativo afectado por una crisis irrecuperable, sino de que además la propia lógica del sistema de “frenos y contrapesos” resulta –en términos normativos– inaceptable. Dado que la idea misma de moderar o atajar el conflicto social otorgando a las distintas partes de la sociedad un poder institucional “equivalente” no solo es un objetivo imposible de cumplir, sino sobre todo antidemocrático en lo que se propone, hoy tenemos razones para cuestionarla y dejarla de lado. En efecto, la democracia no consiste en asegurar que –por caso– ricos y pobres –o industriales y obreros– no se opriman mutuamente, sino que gobierne –con límites, con controles– la mayoría. Conocemos bien la crucial importancia de respetar los derechos de todos, pero del mismo modo sabemos que hay (y deben emplearse) formas distintas de resguardar esos derechos: necesitamos modalidades de protección que no nos impongan el precio de socavar el principio mayoritario. En la actualidad, la “solución” institucional que prima sigue siendo una que –a veces de modos formalizados, a veces de modos más informales– otorga un poder de decisión desmedido a las élites más poderosas.
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